Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional


STJSL-S.J. – S.D. Nº 024/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a nueve días de marzo de dos mil dieciséis, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ROMERO, CINTIA MARINA c/ PERRONE, CIRÍACO ARIEL ARGENTINO s/ LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 249982/13.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que de conformidad con constancias del sistema Iurix, la actora interpuso recurso de casación en fecha 04/08/15, contra sentencia definitiva Nº 34/2015, de fecha 28/07/2015, dictada por la Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial; que en lo esencial hizo lugar a la apelación incoada por la demandada, y en consecuencia revocó la sentencia de primera instancia, -dejando a salvo las acreencias de la actora respecto de las vacaciones 2012, sac segundo semestre del mismo año y diferencias salariales – que a su tiempo había hecho lugar parcialmente a las pretensiones actoras.
Los fundamentos del recurso intentado lucen incorporados al sistema en fecha 16/08/2015.

De la lectura de los aludidos fundamentos resulta que, de una parte, el recurrente pretende fundar el presente recurso en el art. 287 inc a de la ley de rito, por la no aplicación de los arts. 9, 10, 11, 62 y 63 de la LCT y de los arts. 34 inc. 4 y 485 del Código Procesal, de una parte; y de otra, en el inciso b del art. 287 de la ley adjetiva, por haberse incurrido en errónea interpretación de los arts. 67 y 242 de la LCT, de otra parte.

Al momento de abordar la no aplicación del art. 34 inc. 4 del CPC y C., dijo que la Cámara desconoció las pruebas documentales aportadas por ambas partes, y la restante prueba que demuestra que no existió despido indirecto, sino un despido sin causa realizado por la patronal. 

También criticó contradicciones que adjetivó de “gravísimas”, en las que habría incurrido la Cámara por calificar en la misma sentencia de distinto modo la forma de despido; hablando en primer lugar de despido indirecto dispuesto por la empleada, y más tarde de despido con causa dispuesto por la patronal; lo que acusa de incongruente, y que revelaría la falta de aplicación del art. 34 inc. 4 de la ley ritual.

Luego contrapuso la sentencia de primera instancia con la de alzada en los siguientes términos: “…La Sentencia de primera instancia, oportunamente había hecho lugar a la demanda instaurada por la actora, fundamentando su decisión en que la demandada no pudo con las pruebas obrantes en autos demostrar que se hayan configurado las causales determinadas por el art 242 L.C.T que justificasen el despido. La Cámara de Apelaciones por el contrario fundamenta su decisión de revocar la sentencia de Primera Instancia, alegando que se han acreditado con las pruebas ofrecidas los extremos exigidos por el art 242 L.C.T, y se basa para ello, en forma exclusiva en el testimonio de la Dra. Moriena…”; testimonio que, según afirmó, no debe ser tomado en cuenta por las razones que con extrema minuciosidad, expuso a lo largo de todo el escrito.

También criticó la valoración que hizo la Cámara respecto del certificado médico, que llevó al Tribunal a formar convicción de que dicho instrumento era falso.

En relación al art. 11 de la LCT, dijo que no fue aplicado porque la alzada “…para justificar su decisión en contra de la sentencia de primera instancia, se fundamenta en un testimonio totalmente parcial, y no probado”. También criticó que la Cámara haya considerado debidamente acreditada la agresión verbal y la tentativa de agresión física.

A continuación, hizo una relación crítica de las testimoniales del Sr. Gonzalo del Viso y de los testimonios de Chaher y Moreno.

En relación a lo alegado por la demandada, sobre que la actora fue despedida con justa causa, sostuvo, de acuerdo al material probatorio existente en el proceso, que existe al menos el beneficio de la duda, y que correspondía aplicar el art. 10 de la LCT, lo que no se hizo.

También renegó de que la Cámara no aplicó el art. 62 de la LCT, pues afirmó que está demostrado, que la demandada no cumplió con los principios de colaboración y solidaridad, ni el de buena fe (art. 63 LCT).

También acusó falta de aplicación del art. 67 LCT, porque la medida adoptada por la patronal fue desmedida.

Finalmente se quejó de la no aplicación del art. 245 LCT, porque se le ha negado la indemnización que la norma prevé; y del art. 58 de la Constitución Provincial.
Citó Jurisprudencia.

2) Que ordenado y corrido el traslado de ley, el mismo no fue contestado, por lo que se continuó con el trámite de rito, y se dispuso la elevación de las actuaciones al Superior Tribunal de Justicia.

3) Que en fecha 23/10/2015, se pronunció el Procurador General dictaminando que la impugnación recursiva no puede prosperar y que corresponde el rechazo de la misma; por los motivos que expuso y que en razón de brevedad tengo por reproducidos.

4) Que ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido, se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C.; en atención a constancia de 1) Notificación de sentencia recurrida (04/08/2015), de 2) Interposición del recurso (04/08/2015), y de 3) Fundamentación del mismo (18/08/2015).

Asimismo se observa, que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación; toda vez que el recurrente inviste la calidad de empleado o trabajador en proceso laboral.

Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía a lo que prescribe el art. 301 inc. b del CPC y C., debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta así mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, “Kravetz Elias Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cual es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación, es que solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: “a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª Edición, p.213 - STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).-
2) Que del análisis de la exposición recursiva y tal como ha sido relatado precedentemente, en lo pertinente, es evidente que la crítica del fallo parte fundamentalmente de una discrepancia respecto de las valoraciones probatorias realizadas por el a quo, relativas a las circunstancias fácticas que determinaron el distracto laboral.

Que, si bien se observa un intento de parte del articulante de encuadrar el caso traído a examen, en los incs. a y b del art. 287 del CPC y C, este no constituye sino un razonamiento forzado que no desvirtúa la implicancia fáctica y probatoria del abordaje, que debería seguirse inescidiblemente para la resolución del caso, impropia del presente recurso.

En tal sentido el Superior Tribunal de San Luis ha dicho que “…si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL-S.J.–S.D. Nº 14/13 – “BARROSO, LEONARDO EDUARDO ANDRES c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. y OTRO s/ DEMANDA LABORAL — RECURSO DE CASACIÓN” - Expte. Nº 18-B-12 - IURIX Nº 71858/7).

Del mismo modo, es de aplicación al presente lo sostenido invariablemente por este Superior Tribunal respecto al recurso en estudio, cuando dijo que: “…La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL Nº 53/04 “BCO. SAN LUIS S.A. BCO. COMERCIAL MINORISTA c/ LINDOW y ASOC. S.A. y OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN”, 19-10-04).

Asimismo, he de puntualizar que las pretensiones casatorias respecto de normas procesales, se encuentran con el insalvable obstáculo del art. 288 del Código Procesal, que veda el examen de las reglas adjetivas mediante el recurso que se intenta: artículo 288 (La casación) “No podrá fundarse en violaciones a normas procesales”.
En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente; debiendo destacarse, nuevamente, que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino antes bien el restablecimiento del imperio de la ley a través de la correcta hermenéutica, en atención principalmente, a consideraciones de interés público vinculados con la seguridad jurídica por sobre los intereses de las partes en un litigio singular.

Por lo expuesto VOTO a esta cuestión por la Negativa.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
                                                                                        ///…

///…

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del CPC y C. y 111 CPL.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, marzo nueve de dos mil dieciséis.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado.

II) Costas al recurrente vencido.-
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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